TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL - FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, mayo veinte (20) de dos mil dieciséis (2016)


Acta No. 237 del 20 de mayo de 2016

Expediente 66001-31-10-003-2015-00928-01
Resuelve esta Sala sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 29 de marzo pasado, por medio del cual se sancionó a los Drs. César Alberto Méndez Heredia y Alexander Estacio Moreno, en su orden Gerente Nacional de Operaciones de la Vicepresidencia de Operaciones y Tecnologías y Vicepresidente de Operaciones y Tecnologías de Colpensiones, con un día de arresto y multa de un salario mínimo mensual legal vigente, por desacato a un fallo de tutela.
ANTECEDENTES

Mediante sentencia del 18 de diciembre de 2015, el juzgado de conocimiento resolvió conceder la tutela invocada por Ariela Calderón Gallego y ordenó al Gerente Nacional de Operaciones y a la Gerente Nacional de Defensa Judicial de Colpensiones que en el término de cinco días corrigieran la historia laboral de la accionante, en el sentido que su traslado de régimen se hizo a partir del 1º de enero de 2004 y no del 1º de marzo del mismo año.
El 12 de febrero siguiente el apoderado de la demandante informó que aún no se había obedecido tal orden. 
Mediante proveído del 18 del mismo mes, se ordenó oficiar al Vicepresidente de Operaciones y Tecnologías de Colpensiones en aras de que hiciera cumplir la sentencia de tutela, en su calidad de superior jerárquico del Gerente Nacional de Operaciones. 
Se pronunció la Vicepresidente de Beneficios y Prestaciones, asignada temporalmente en el cargo de Vicepresidente Jurídica y Secretaria General de Colpensiones para informar que mediante oficios de 6 de octubre de 2015 y 5 de enero de 2016, se dio respuesta de fondo a la solicitud radicada por la accionante, generándose una carencia actual de objeto.
El 29 del mes citado se abrió incidente por desacato porque no se ha presentado prueba de la corrección de la historia laboral de la accionante y se concedió al Gerente Nacional de Operaciones de la Vicepresidencia de Operaciones y Tecnologías y al Vicepresidente de Operaciones y Tecnologías de Colpensiones, el término de tres días con el fin de que se pronunciaran y aportaran las pruebas que pretendieran hacer valer.

El Gerente Nacional de Operaciones de la Vicepresidencia de Operaciones y Tecnologías se limitó a indicar que en relación con la petición de corrección en la fecha de traslado de régimen de la accionante, la información que se registra en las bases de datos es que se encuentra afiliada al régimen de prima media con prestación definida por traslado realizado el 1º de marzo de 2004. 

El Vicepresidente de Financiamiento e Inversiones, asignado temporalmente al cargo de Vicepresidente Jurídico y Secretario General de Colpensiones, informó que mediante oficio del 12 de marzo de 2016, se dio respuesta de fondo a la solicitud radicada por la accionante, suscitándose una carencia actual de objeto.

El 29 de marzo de 2016 se dictó el auto motivo de consulta.

En sede de consulta, el Vicepresidente de Financiamiento e Inversiones, asignado temporalmente al cargo de Vicepresidente Jurídico y Secretario General de Colpensiones, solicitó declarar el hecho superado, habida cuenta de que mediante oficio del 25 de abril de 2016, se dio respuesta de fondo, clara y veraz a la solicitud de corrección de fecha de traslado, la cual se envió a la interesada por correo certificado; se le anexó certificación en la que se evidencia dicha corrección y se refleja como fecha de traslado el 1º de enero de 2004. Copia de todo lo anterior se incorporó a la actuación
.

El oficio de fecha 25 de abril de 2016 así como la certificación antes referenciada fueron enviadas a la señora Ariela Calderón Gallego mediante guía de envío GN24623845.
 

CONSIDERACIONES 

El objeto de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que señale la ley. Por medio de esa especial acción se profieren órdenes de inmediato e ineludible cumplimiento para obtener que se repare el orden constitucional quebrantado por la violación de un derecho de aquella naturaleza.

El incidente por desacato previsto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 consagra una sanción inmediata y efectiva para el caso de la desobediencia del mandato constitucional proferido por el juez de tutela, la que debe ser impuesta por medio de un trámite especial que garantice los derechos de defensa y el debido proceso, para aquel de quien se afirma ha incurrido en la desobediencia. 

La misma disposición dice que la persona que incumpliere una orden de un Juez proferida con base en ese decreto, incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en ese decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.

El artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, que otorga facultades al juez para obtener el cumplimiento del fallo, dice en su parte pertinente:

“Cumplimiento del fallo. Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirlo sin demora.

“Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél...”.

Como atrás se indicara, en la sentencia de tutela, el juzgado de conocimiento ordenó al Gerente Nacional de Operaciones y a la Gerente Nacional de Defensa Judicial de Colpensiones que en el término de cinco días corrigieran la historia laboral de la accionante, en el sentido que su traslado de régimen se hizo a partir del 1º de enero de 2004 y no del 1º de marzo del mismo año.
Ante la manifestación de la parte demandante de no haberse cumplido tal orden y la ausencia de pruebas que demostraran lo contrario, se abrió el incidente por desacato. Luego, se dictó la providencia objeto de consulta.

En esta sede, la entidad accionada acreditó que había dado cumplimiento a la orden impartida en el fallo de tutela, como quiera que mediante oficio de fecha 25 de abril de 2016, se dio respuesta de fondo a la solicitud de corrección de fecha de traslado de régimen de la accionante, anexando certificación donde se refleja como fecha de traslado el 1º de enero de 2004
. 
Según lo informado a esta Sala por el apoderado de la accionante, ya tienen conocimiento de esa decisión
.
Significa lo anterior que los derechos vulnerados a la demandante se encuentran satisfechos en la actualidad. 

No obstante que la orden contenida en la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira se acató por fuera del término otorgado con tal fin, se revocará el auto objeto de consulta y se abstendrá la Sala de imponer sanción alguna, de acuerdo con lo enseñado por la Corte Constitucional, que el objeto del incidente por desacato no es el de imponer sanciones, sino obtener el cumplimiento de la orden dada. Así, ha dicho: 

“35. Entonces, el desacato es un mecanismo de creación legal “que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales”. Así, el desacato ha sido entendido “como una medida que tiene un carácter coercitivo, con la que cuenta el juez constitucional para conseguir el cumplimiento de las obligaciones que emanan de sentencias de tutela”. En otras palabras, “el principal propósito de este trámite se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”. Por esa razón, “la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que debe considerarse como una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia”
…”
 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia,  

R E S U E L V E 

REVOCAR el auto consultado, proferido por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 29 de marzo de 2016, en la acción de tutela instaurada por la señora Ariela Calderón Gallego. En su lugar, se abstiene de sancionar a los doctores Cesar Alberto Méndez Heredia y Alexander Estacio Moreno, en su orden Gerente Nacional de Operaciones de la Vicepresidencia de Operaciones y Tecnologías y Vicepresidente de Operaciones y Tecnologías de Colpensiones, por el incumplimiento a la orden impuesta en el fallo de tutela.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


(Ausente con causa justificada)
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